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INICIATIVA ANTE EL CONGRESO DE LA UNIÓN CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE LOS 

DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES. 

 
DIP. MARIA GABRIELA SALIDO 

MAGOS PRESIDENTA DE LA MESA 

DIRECTIVA DEL CONGRESO DE LA 

CIUDAD DE MEXICO, II 

LEGISLATURA.  

P R E S E N T E 

 
El que suscribe, Diputado Miguel Ángel Macedo Escartín integrante del 

Grupo Parlamentario de MORENA, de la Segunda Legislatura del Congreso de la 

Ciudad de México, con fundamento en lo dispuesto por: el artículo 122, apartado A, 

fracción segunda de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el 

artículo 30 numeral 1, inciso b de la Constitución de la Ciudad de México; el artículo 

12, fracción segunda de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México; y el 

artículo 95 y 96 del Reglamento del Congreso de la Ciudad de México, someto a la 

consideración de este Congreso la siguiente:  

 
INICIATIVA ANTE EL CONGRESO DE LA UNIÓN CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE LOS 
DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES. 
 

EXPOCISIÓN DE MOTIVOS 

 

En la actualidad, el número de personas mayores de 60 años aumenta a un ritmo 

sin precedentes, lo que apunta a un crecimiento de los 740 millones actuales a 1.000 

millones a finales de la década. Hoy en día, dos tercios de las personas mayores 

del mundo viven en países de ingresos medio a bajos y esta proporción aumentara 

al 80% de aquí a 2050. 
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Las personas mayores no constituyen un grupo homogéneo y los retos que afrontan 

en tema a la protección o el disfrute de sus derechos humanos varia 

considerablemente. Mientras que algunas personas mayores siguen activas como 

miembros de su comunidad, muchas otras carecen de vivienda, de cuidados 

adecuados o viven en soledad. 

 

La discriminación como componente esencial de cualquier análisis, en especial 

cuando se tiene en cuenta que la discriminación por motivos de edad suele 

combinarse con otros factores discriminatorios, tales como el sexo, la situación 

socioeconómica, la condición étnica o el estado de salud la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos trata de 

garantizar que los grupos de población más desatendidos ocupen un lugar y tengan 

un peso específico en la agenda de derechos humanos y que los gobiernos adopten 

todas las medidas necesarias para proteger y promover esos derechos. 

 

En 1991 se aprobaron los Principios de las Naciones Unidas en favor de las 

personas de edad, se inició un proceso de casi 20 años de elaboración de 

instrumentos declarativos y no vinculantes referentes a aspectos relacionados con 

el envejecimiento y los derechos de las personas mayores. 

 

En 2015 se aprueba en el seno de la OEA, el único instrumento interamericano, y 

el primero a nivel internacional, que cubre la gama de los derechos a ser protegidos 

para las personas mayores, desde los civiles y políticos, hasta los económicos, 

sociales y culturales: la Convención Interamericana sobre la Protección de los 

Derechos Humanos de las Personas Mayores. El objetivo como primer instrumento 

jurídicamente vinculante del mundo, es promover, proteger y asegurar el 

reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de 

contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad. La 
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Convención subraya que la persona mayor tiene los mismos derechos humanos y 

libertades fundamentales que otras personas, y que estos derechos, incluyendo la 

no discriminación fundada en la edad ni ningún tipo de violencia. 

 

El fortalecimiento de las vinculaciones entre las políticas sociales, políticas de 

protección social, vivienda y salud, es sin duda la mejor manera de contribuir a que 

las personas mayores vivan una vida digna y libre de discriminación z 

 

El artículo 1º de la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos dispone 

que todas las personas gozaran de los derechos humanos reconocidos tanto en la 

Constitución como en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 

sea parte. 

 

Dicho artículo constituye el fundamento de la igualdad y no discriminación en 

México, principio y derecho que sustenta no solo el orden jurídico nacional, sino 

también el internacional en materia de derechos humanos, tal como se desprende 

del contenido de diversos instrumentos internacionales, como la Declaración 

Universal de los Derechos Humano, el pacto internacional de los Derechos Civiles 

y Políticos, el pacto internacional de los Derechos económicos, sociales y culturales 

la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial, la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED) es el 

ordenamiento que reglamenta el contenido y alcance de la cláusula 

antidiscriminatoria contenida en el artículo 1' constitucional, cuyos fines son prevenir 

y eliminar todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier 

persona y promover la igualdad de oportunidades. Dicha norma da origen en su 

artículo 16 al Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED), 
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como un organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de Gobernación, 

con personalidad jurídica y patrimonio propios, que de acuerdo con el artículo 17 de 

la LFPED tiene por objeto, entre otros, "formular y promover las políticas públicas 

para la igualdad de oportunidades y de trato a favor de las personas que se 

encuentran en territorio nacional" y "coordinar las acciones de las dependencias y 

entidades del Poder Ejecutivo Federal, en materia de prevención y eliminación de 

la discriminación". En este sentido, de acuerdo con el artículo 20, fracciones XXII y 

XXIII, de la LFPED y como parte de las atribuciones del Conapred, le corresponde 

lo siguiente: 

 

"Elaborar, coordinar y supervisar la instrumentación del Programa, que tendrá el 

carácter de especial y de cumplimiento obligatorio de conformidad con la Ley de 

Planeación", y 

 

"Formular observaciones, sugerencias y directrices a quien omita el cumplimiento o 

desvie la ejecución del Programa y facilitar la articulación de acciones y actividades 

que tengan como finalidad atender su cumplimiento" 

 

La acción del Estado ha sido desarticulada y fragmentada frente a un problema 

complejo y estructural como lo es la discriminación, precisamente por su base 

histórico-cultural, su magnitud, extensión y profundidad, y sus graves 

consecuencias. El Estado se ha limitado a considerar que la discriminación es un 

problema secundario, que puede atenderse con intervenciones específicas para 

resolver conflictos particulares, más que como un problema social estructural que 

ebe enfrentarse con una estrategia transversal, sostenida y concertada que atienda 

sus causas estructurales y sus manifestaciones generalizadas, con la participación 

de los poderes públicos y niveles de gobierno, así como de las y los titulares de 

derechos. 
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La presente iniciativa encuentra sustento legal en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos en su artículo 10, que establece, lo siguiente: 

 

Artículo 10 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a 

ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente 

e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones 

o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 

penal. 

 

Asimismo, el presente instrumento legislativo encuentra fundamento en el artículo 

II de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el cual se 

agrega a continuación: 

 

Artículo II.  Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los 

derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción 

de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna. 

 

 El presente trabajo cuenta con respaldo en el artículo 17 de Protocolo Adicional a 

La Convención Americana Sobre Derechos Humanos En Materia De Derechos 

Económicos, Sociales Y Culturales "Protocolo De San Salvador" 

 

Artículo 17 

 

FUNDAMENTO LEGAL, EN SU CASO CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL 
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Protección de los ancianos 

 

Toda persona tiene derecho a protección especial durante su 

ancianidad. En tal cometido, los Estados Partes se comprometen a 

adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a fin de 

llevar este derecho a la práctica y en particular a: 

 

a. Proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y 

atención médica especializada a las personas de edad avanzada 

que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de 

proporcionársela por sí mismas; 

 

b. Ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder 

a los ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva 

adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseos; 

 

c. Estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a 

mejorar la calidad de vida de los ancianos. 

 

En lo que se refiere al marco jurídico de nuestro país, la presente tiene fundamento 

en el numeral 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual 

menciona: 

 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 

gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 

Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 

cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 

casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 
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Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. 

 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 

reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 

que establezca la ley. 

 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los 

esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, 

por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 

 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 

nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición 

social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 

preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 

contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar 

los derechos y libertades de las personas. 

 

Po otro lado, es procedente de conformidad con la Ley de los Derechos Personas 

Adultas Mayores en su artículo 5 fracción II, que, a la letra, se menciona: 

 

II. De la certeza jurídica: 
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a. A recibir un trato digno y apropiado en cualquier procedimiento 

judicial que los involucre, ya sea en calidad de agraviados, 

indiciados o sentenciados. 

 

b. A recibir el apoyo de las instituciones federales, estatales y 

municipales en el ejercicio y respeto de sus derechos. 

 

c. A recibir asesoría jurídica en forma gratuita en los procedimientos 

administrativos o judiciales en que sea parte y contar con un 

representante legal cuando lo considere necesario. 

 

d. En los procedimientos que señala el párrafo anterior, se deberá 

tener atención preferente en la protección de su patrimonio 

personal y familiar y cuando sea el caso, testar sin presiones ni 

violencia. 

 

Por lo anterior expuesto y en consideración se propone la siguiente modificación, 

que se ilustra a manera de cuadro comparativo: 

 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 6o. El Estado garantizará las 

condiciones óptimas de salud, 

educación, nutrición, vivienda, 

desarrollo integral y seguridad social a 

las personas adultas mayores con el fin 

de lograr plena calidad de vida para su 

vejez. Asimismo, deberá establecer 

programas para asegurar a todos los 

Artículo 6o. … 
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trabajadores una preparación 

adecuada para su retiro. Igualmente 

proporcionará:  

 

I. Atención preferencial: Toda 

institución pública o privada que brinde 

servicios a las personas adultas 

mayores deberá contar con la 

infraestructura, mobiliario y equipo 

adecuado, así como con los recursos 

humanos necesarios para que se 

realicen procedimientos alternativos en 

los trámites administrativos, cuando 

tengan alguna discapacidad. El Estado 

promoverá la existencia de condiciones 

adecuadas para las personas adultas 

mayores tanto en el transporte público 

como en los espacios arquitectónicos;  

 

II. Información: Las instituciones 

públicas y privadas, a cargo de 

programas sociales deberán 

proporcionarles información y asesoría 

tanto sobre las garantías consagradas 

en esta Ley como sobre los derechos 

establecidos en otras disposiciones a 

favor de las personas adultas mayores, 

y  

 

 

 

  

 

I. …  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II. Información: Las instituciones 

públicas y privadas, a cargo de 

programas sociales deberán 

proporcionarles información y asesoría 

tanto sobre las garantías consagradas 

en esta Ley como sobre los derechos 

establecidos en otras disposiciones a 

favor de las personas adultas mayores; 
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III. Registro: El Estado a través del 

Instituto Nacional de las Personas 

Adultas Mayores, recabará la 

información necesaria del Instituto 

Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática, para determinar la 

cobertura y características de los 

programas y beneficios dirigidos a las 

personas adultas mayores. 

 

III. Registro: El Estado a través del 

Instituto Nacional de las Personas 

Adultas Mayores, recabará la 

información necesaria del Instituto 

Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática, para determinar la 

cobertura y características de los 

programas y beneficios dirigidos a las 

personas adultas mayores, y 

 

IV. Atención sin discriminación: El 

Estado, establecerá en cada una de 

sus actuaciones, programas y 

políticas acciones a fin de no 

discriminar a las personas adultas 

mayores, con el objetivo de tener un 

trato igualitario. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de este H. 

Congreso de la Ciudad de México la INICIATIVA ANTE EL CONGRESO DE LA 

UNIÓN CON PROYECTO DE DECRETO POR EL CUAL SE REFORMA EL 

ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS 

MAYORES, en razón del siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ÚNICO. - Se reforma el artículo 6 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas 

Mayores. 
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LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES 
 

Artículo 6o. … 

 

I. …  
 

II. Información: Las instituciones públicas y privadas, a cargo de programas sociales 

deberán proporcionarles información y asesoría tanto sobre las garantías 

consagradas en esta Ley como sobre los derechos establecidos en otras 

disposiciones a favor de las personas adultas mayores; 

 

III. Registro: El Estado a través del Instituto Nacional de las Personas Adultas 

Mayores, recabará la información necesaria del Instituto Nacional de Estadística, 

Geografía e Informática, para determinar la cobertura y características de los 

programas y beneficios dirigidos a las personas adultas mayores, y 

 

IV. Atención sin discriminación: El Estado, establecerá en cada una de sus 

actuaciones, programas y políticas acciones a fin de no discriminar a las 

personas adultas mayores, con el objetivo de tener un trato igualitario. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

ÚNICO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación.  

 

Presentado ante el Congreso de la Ciudad de México, II Legislatura, Recinto 

Legislativo de Donceles, Ciudad de México, a 06 de febrero de 2024.  

 

S U S C R I B E 
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